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Comité contra la Tortura
		Decisión adoptada por el Comité en virtud del 
artículo 22 de la Convención, respecto de la 
comunicación núm. 1114/2021[footnoteRef:1]*, [footnoteRef:2]** [1: 	*	Adoptada por el Comité en su 82º período de sesiones (7 de abril a 2 de mayo de 2025).]  [2: 	**	Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Todd Buchwald, Jorge Contesse, Erdogan Iscan, Peter Vedel Kessing, Liu Huawen, Maeda Naoko, Ana Racu, Abderrazak Rouwane y Bakhtiyar Tuzmukhamedov. De conformidad con el artículo 109, leído conjuntamente con el artículo 15, del reglamento del Comité y el párrafo 10 de las directrices sobre la independencia y la imparcialidad de los miembros de los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos (directrices de Addis Abeba), Claude Heller no participó en el examen de la comunicación.] 

	Comunicación presentada por:
	Jacqueline Castillo Ortiz (representada por la Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos)

	Presunta víctima:
	Manuel Valenzuela Valdez

	Estado parte:
	México

	Fecha de la queja:
	19 de marzo de 2021 (presentación inicial)

	Fecha de adopción
de la decisión:
	17 de abril de 2025

	Asunto:
	Tortura y falta de investigación; uso en los tribunales de confesiones obtenidas bajo coacción

	Cuestión de procedimiento:
	Admisibilidad ratione temporis; agotamiento de los recursos internos

	Cuestiones de fondo:
	Tortura y tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; obligación de velar por que las autoridades competentes procedan a una investigación pronta e imparcial; prohibición de utilizar en un proceso declaraciones obtenidas mediante tortura

	Artículos de la Convención:
	1, párr. 1, 4, párr. 1, 12 y 15


1.1	La autora de la comunicación es Jacqueline Castillo Ortiz, esposa de Manuel Valenzuela Valdez. La autora alega que el Sr. Valenzuela Valdez, nacional de México, nacido en 1970, es víctima de una violación por parte del Estado parte de los artículos 1, párrafo 1, 4, párrafo 1, 12 y 15. La autora está representada por la Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos.
1.2	El Estado parte ha formulado la declaración prevista en el artículo 22, párrafo 1, de la Convención, con efectos a partir del 15 de marzo de 2002.
		Antecedentes de hecho
Tortura y malos tratos
2.1	El 17 de abril de 2001, el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano fueron interceptados y acorralados por dos vehículos mientras se desplazaban en una camioneta. De los vehículos, que carecían de identificación oficial, descendieron cinco personas portando armas cortas. Sin identificarse, las personas se acercaron al vehículo en el que se encontraban el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano. Una de las personas disparó al hermano del Sr. Valenzuela Valdez a la altura del hombro derecho. El Sr. Valenzuela Valdez portaba un arma porque la secretaria y el chofer de su hermano le habían informado de que personas desconocidas los habían estado siguiendo y habían estado merodeando cerca de las oficinas y el domicilio de su hermano. El Sr. Valenzuela Valdez pensó que se trataba de un secuestro o de un asalto y reaccionó disparando contra las personas, debido a lo cual tres de ellas perdieron la vida y otra quedó gravemente herida. 
2.2	El Sr. Valenzuela Valdez y su hermano salieron del lugar en dirección a la casa de este último. De camino, fueron detenidos por una patrulla de la Policía. Pese a descender del vehículo con las manos en alto, el Sr. Valenzuela Valdez fue golpeado y ambos hermanos fueron conducidos a las oficinas de la Policía Investigadora Ministerial. En las instalaciones policiales, el Sr. Valenzuela Valdez fue objeto de insultos mientras le jalaban de las esposas y lo empujaban, estrellándolo contra las paredes.
2.3	Hacia las 19.10 horas del 17 de abril de 2001, el Sr. Valenzuela Valdez fue examinado por un médico, después de lo cual fue conducido a un sótano donde le vendaron los ojos, le dijeron que se desnudara, le pusieron bolsas de plástico en la cabeza produciéndole asfixia y lo pusieron en posición acostada vertiendo un líquido sobre su rostro —que estaba cubierto por un trapo— mientras una persona lo sujetaba obligándole a ingerir el líquido, causándole ahogamiento y vómito. Todo lo anterior sucedió mientras lo interrogaban sobre lo que hacía, preguntándole si tenía algo que ver con el Ejército Popular Nacional. El Sr. Valenzuela Valdez respondió negativamente y explicó que estaba de vacaciones regresando de Acapulco. Lo siguieron interrogando, empleando toques eléctricos en todo el cuerpo, incluyendo los lóbulos de las orejas, pecho, pene, testículos, manos y pies. Le preguntaron si estaba involucrado con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional, y al negar tal acusación le metieron su cabeza en una taza de baño o cubeta sucia y le decían que era narcotraficante. El Sr. Valenzuela Valdez ya no podía más y empezó a inventar datos para que dejaran de torturarlo. Le continuaron torturando con golpes en los oídos y presionando sus ojos. Él perdió la noción del tiempo y la sensibilidad hasta que lo dejaron descansar.
2.4	Pasado un tiempo, el Sr. Valenzuela Valdez pudo escuchar una comunicación de radio de un policía a quien le informaron que el hermano del Sr. Valenzuela Valdez había fallecido y que tenían ubicadas a su esposa e hija. En ese momento, el Sr. Valenzuela Valdez accedió a autoincriminarse por narcotráfico en una declaración ministerial que quedó registrada a las 2.30 horas del 18 de abril de 2001, sin asistencia legal ni presencia de defensor de oficio[footnoteRef:3]. Más adelante fue llevado a una conferencia de prensa bajo amenaza de represalias contra su familia si decía algo[footnoteRef:4]. Asimismo, lo dejaron dos días sin comer. [3: 	 		La autora argumenta que mismo que el Sr. Valenzuela Valdez no fue condenado por narcotráfico, su declaración hecha como resultado de tortura fue invocada como prueba en el procedimiento judicial (véase párr. 2.10 infra).]  [4: 	 		La autora no proporciona más información sobre la conferencia.] 

		Recursos internos
2.5 	El 20 de abril de 2001, el Sr. Valenzuela Valdez realizó una declaración preparatoria en la que manifestó que su declaración ante el Ministerio Público había sido en parte ocasionada por presiones físicas, incluyendo tortura[footnoteRef:5]. El Sr. Valenzuela Valdez también describió la tortura que había sufrido. [5: 	 		La autora no especifica qué partes de su declaración considera ocasionadas por presiones físicas, incluyendo tortura. ] 

2.6	El 25 de abril de 2001, el servicio médico legal de la Procuraduría General de Justicia del Estado emitió un dictamen pericial por disposición del Juez Octavo de Primera Instancia Penal, con el objeto de determinar las lesiones sufridas por el Sr. Valenzuela Valdez. Según el dictamen pericial, el Sr. Valenzuela Valdez presentaba excoriaciones en lengua, brazos, manos, piernas, región púbica y pene, así como equimosis en el brazo derecho y en el abdomen. Estas lesiones, concluía, no ponían en peligro su vida y tardarían hasta 15 días en sanar, por lo cual no se ordenó hospitalización. 
2.7	Según la autora, el 25 de abril de 2001 el Sr. Valenzuela Valdez también interpuso una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos en Querétaro por los hechos de detención ilegal y tortura, malos tratos y tratos degradantes e inhumanos, de los que alega que fueron víctimas tanto él como su hermano[footnoteRef:6]. A raíz de esta queja, en septiembre de 2001 la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Querétaro emitió una recomendación[footnoteRef:7]. En 2017, al solicitarse una copia de la recomendación, la Comisión informó que dicha recomendación no existía. [6: 	 		Este documento no está en el expediente. Sin embargo, en el expediente hay una solicitud de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de fecha 21 de abril de 2001, en la cual se solicita al director del Centro de Readaptación Social de San José el Alto que proporcione copia del certificado médico de ingreso del Sr. Valenzuela Valdez y su hermano a fin de dar seguimiento a una queja interpuesta por el hermano. También hay una solicitud de la misma Comisión, de fecha 23 de abril de 2001, en la que se solicita al mismo director que “se les permita certificar a los internos de nombres José y Manuel y de apellidos Valenzuela Valdés y así poder dar seguimiento a la queja”. La autora no proporciona más información sobre la queja interpuesta por el hermano del Sr. Valenzuela Valdez.]  [7: 	 		La autora no indica el contenido de la recomendación.] 

2.8	Según la autora, el 12 de octubre de 2001, el juez de la causa presentó una denuncia por los hechos de tortura sufridos por el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano de manera oficiosa. Dicha denuncia no fue continuada porque el 22 de octubre de 2001 el Ministerio Público concluyó que la denuncia no había sido interpuesta por las víctimas. No obstante, el 27 de diciembre de 2001, la jueza interpuso una nueva denuncia por los hechos posiblemente constitutivos de tortura, con la que se inició la averiguación previa AESP/27/2002[footnoteRef:8]. El 8 de septiembre de 2003, el Ministerio Público adscrito a la Agencia Especializada en la Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos decidió dictar el no ejercicio de la acción penal, y el 22 de julio de 2020 nuevamente se dictó el no ejercicio de la acción penal por parte del fiscal del caso. Dichos cierres han sido impugnados. [8: 	 		La autora no indica la fecha de la apertura de la averiguación previa AESP/27/2002.] 

2.9	El 17 de junio de 2008, el Juzgado Octavo de Primera Instancia Penal del Distrito Judicial de Querétaro condenó al Sr. Valenzuela Valdez y a su hermano por homicidio de tres personas y homicidio en grado de tentativa contra dos personas. La pena impuesta incluía el pago de la reparación de daños y perjuicios de forma solidaria. La autora alega que el Sr. Valenzuela Valdez fue juzgado y sentenciado usando su declaración, en la que se había autoincriminado como consecuencia de la tortura. Según la sentencia, que refiere a dicha declaración ministerial, no se puede sostener que las agresiones físicas hubieran sido infligidas con el propósito de que se inculpara o declarara en el sentido en que lo hizo[footnoteRef:9]. El 1 de octubre de 2009, la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia en el estado de Querétaro modificó dicha sentencia, dejándola sin efectos por lo que se refiere al hermano del Sr. Valenzuela Valdez, debido a su fallecimiento. El Tribunal condenó también al Sr. Valenzuela Valdez al pago de la reparación de daños y perjuicios, y confirmó los demás puntos de la sentencia recurrida.  [9: 	 		Juzgado Octavo de Primera Instancia Penal del Distrito Judicial de Querétaro, sentencia en causa penal 109/2001, de 17 de junio de 2008, pág. 25.] 

2.10	El 8 de agosto de 2019, mediante el amparo directo penal 1344/2017, se dejó sin efecto la sentencia del 1 de octubre de 2009 y se revocó la sentencia de primer grado por violaciones al procedimiento, ordenándose la reposición del procedimiento en primera instancia. Se instruyó al juez de la causa para que: a) investigara la tortura denunciada por el Sr. Valenzuela Valdez; b) realizara los exámenes psicológicos y médicos pertinentes, conforme al Manual para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Protocolo de Estambul), y ordenara la práctica de cualquier probanza que fuere necesaria para el esclarecimiento de los hechos respecto de la denuncia; c) comunicara al Sr. Valenzuela Valdez los efectos y consecuencias que derivasen en el caso de que manifestara su negativa a someterse a la práctica de las pruebas relacionadas con el Protocolo de Estambul; y d) ordenara que los peritos oficiales ratificaran los dictámenes correspondientes, para que el vicio formal desapareciera y pudieran ser valorados por el juez natural. Se argumentó, entre otras consideraciones, que a pesar de lo que el Sr. Valenzuela Valdez había relatado concretamente ante el juez de la causa sobre cómo, según alega, se había llevado a cabo la tortura física, no había constancia de que se hubiera investigado la veracidad de sus declaraciones sobre esos actos, siendo que el Sr. Valenzuela Valdez señaló que hizo la declaración autoincriminatoria para poner fin a su tormento y salvaguardar su integridad física. Se destacó que, caso de confirmarse la tortura, trascendería en la violación de los derechos humanos del Sr. Valenzuela Valdez, ya que impactaría en la valoración de alguna de las pruebas obtenidas por el agente del Ministerio Público durante la detención del Sr. Valenzuela Valdez, como es el caso de su declaración ministerial. En lo que se refiere a la declaración ministerial, esa violación procesal trascendió a la sentencia reclamada, dado que la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia convalidó el valor probatorio que el juez de primera instancia había otorgado a la declaración ministerial del Sr. Valenzuela Valdez, considerándola como una confesión. 
		Queja 
3.1	La autora afirma que el Estado parte ha violado los derechos del Sr. Valenzuela Valdez reconocidos en los artículos 1, párrafo 1, 4, párrafo 1, 12 y 15 de la Convención.
3.2	La autora alega que el Estado parte ha violado el artículo 4, párrafo 1, de la Convención, a consecuencia de que la autoridad responsable de investigar y perseguir los delitos ha cerrado en más de una ocasión la investigación, alegando la falta de comprobación y responsabilidad del delito, lo que ha vulnerado el derecho del Sr. Valenzuela Valdez a la seguridad personal.
3.3	La autora argumenta que el Estado parte ha violado el artículo 12 de la Convención al no haber llevado a cabo una investigación exhaustiva, imparcial y pronta, vulnerando el derecho a la certeza jurídica y la justicia.
3.4	La autora alega que el Estado parte ha violado el artículo 15 de la Convención, puesto que el Sr. Valenzuela Valdez fue juzgado y sentenciado usando su autoincriminación, obtenida bajo tortura, en la que se declaró culpable.
		Observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad y el fondo
4.1	El Estado parte presentó sus observaciones sobre la admisibilidad y el fondo el 8 de diciembre de 2022. En ellas explica que, el 23 de mayo de 2001, el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano interpusieron una demanda de amparo, registrada con el número consecutivo 612/2001, que tuvo como acto reclamado la resolución que dictó formal prisión para el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano. En dicha demanda, el Sr. Valenzuela Valdez y su hermano manifestaron que, al momento de su detención, fueron golpeados por los agentes que los aprehendieron, y que el Sr. Valenzuela Valdez fue torturado por estos mismos agentes con el propósito de que se autoincriminara. El 24 de enero de 2002 se dictó sentencia definitiva en la cual se concedió el amparo con el fin de que se dejara sin efecto la resolución de formal prisión de 21 de abril de 2001 y en su lugar se dictara otra resolución. Finalmente, mediante resolución de 30 de agosto de 2002, se archivó el presente asunto como totalmente concluido.
4.2	Respecto al proceso judicial contra el Sr. Valenzuela Valdez, el Estado parte afirma que se inició la causa penal el 17 de abril de 2001 y, con la designación de defensor de oficio, el Sr. Valenzuela Valdez rindió declaración preparatoria ante el órgano jurisdiccional el 20 de abril de 2001, en la cual se retractó parcialmente de su declaración ministerial, aduciendo haber sido golpeado y torturado por los agentes aprehensores. Después de varias etapas del proceso judicial, el Sr. Valenzuela Valdez promovió un amparo directo, el cual fue radicado con el núm. 1344/2017. En ejecutoria de 8 de agosto de 2019, se resolvió conceder el amparo al Sr. Valenzuela Valdez, para que la Sala Penal responsable dejara insubsistente la sentencia reclamada y emitiera otra en la que, en lo que se refiere al Sr. Valenzuela Valdez, revocara la sentencia de primer grado y ordenara la reposición del procedimiento de primera instancia. Asimismo, se instruyó al juez de la causa para que recabara las constancias realizadas por la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado con motivo de la vista que le hizo, en el sentido de que investigara la tortura denunciada por el Sr. Valenzuela Valdez. Además, se instruyó al juez de la causa que realizara los exámenes psicológicos y médicos conforme al Protocolo de Estambul y que ordenara la práctica de cualquier prueba que fuera necesaria para esclarecer los hechos respecto de los actos de tortura denunciados por el Sr. Valenzuela Valdez. Dependiendo de los resultados obtenidos, el juez de la causa debía determinar si procedía atender o no la retractación de la confesión realizada por el Sr. Valenzuela Valdez. Por tanto, se declaró fundado el argumento del Sr. Valenzuela Valdez respecto a que se había omitido ordenar la investigación sobre los actos de tortura física, golpes y amenazas que alegó haber recibido por parte de la policía ministerial para obligarlo a confesar los hechos ante el Ministerio Público, los cuales denunció en su declaración preparatoria ante el juez de la causa penal.
4.3	En cuanto a la averiguación previa AESP/27/2002, el Estado parte expone que se inició el 8 de abril de 2002, debido a la noticia de que el Sr. Valenzuela Valdez había manifestado que, cuando los funcionarios de la Policía Investigadora Ministerial lo intentaron detener, nunca se identificaron, y que, ya estando en la base, los funcionarios de policía lo golpearon. El 8 de septiembre de 2003 se presentó una propuesta de resolución para no continuar con el proceso penal por parte de la agente del Ministerio Público Investigador y coordinadora en la investigación de delitos ejecutados por servidores públicos. El 22 de junio de 2020 se resolvió el recurso de inconformidad, promovido por el Sr. Valenzuela Valdez, y se ordenó la devolución del caso para continuar con el trámite correspondiente. A la fecha de las observaciones del Estado parte, la averiguación previa AESP/27/2002 se encuentra en trámite, sin que subsista ninguna resolución.
4.4	Por otra parte, el 4 de julio de 2018 se inició la carpeta de investigación CI/QRO/21986/2018 ante la Fiscalía Especializada en la Investigación de Delitos de Tortura de la entonces Procuraduría General de la República, por un escrito del Sr. Valenzuela Valdez en el que expone que fue objeto de violencia física y psicológica al momento de su detención. Esta investigación se encuentra concluida al confirmarse el no ejercicio de la acción penal por parte del Juez de Control en el Distrito Judicial de Querétaro el 16 de agosto de 2021. Este cierre se debió a que los hechos ya estaban siendo investigados en la averiguación previa AESP/27/2002 y los mismos hechos no pueden ser materia de una segunda investigación.
4.5	El Estado parte explica que, el 5 de noviembre de 2018, la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro radicó el expediente DDH/542/2018, con motivo de las manifestaciones del Sr. Valenzuela Valdez relativas a la integración irregular de la carpeta de investigación CI/QRO/21986/2018. Con el expediente se recibió una solicitud de colaboración por parte de la Fiscalía General del estado de Querétaro en la que requería al organismo local la aplicación de un dictamen especializado para casos de posible tortura, con la finalidad de integrar dicho elemento probatorio a la carpeta de investigación. El Estado parte alega que el 22 de enero de 2021 el Sr. Valenzuela Valdez manifestó explícitamente su negativa a que se le aplicara el Protocolo de Estambul. Sin embargo, el 23 de junio de 2021 se elaboró un informe psicológico forense y el 10 de septiembre de 2021 se emitió un dictamen médico, ambos de acuerdo con los lineamientos del Protocolo de Estambul. El expediente DDH/542/2018 se encuentra en etapa de investigación, por lo que continúa allegándose de pruebas, evidencias, indicios, datos y elementos de convicción para emitir la determinación que corresponda conforme a derecho.
4.6	El Estado parte alega que la comunicación debe ser declarada inadmisible debido a que el Sr. Valenzuela Valdez no ha agotado los recursos de la jurisdicción interna. El Estado parte sostiene que, al no haberse concluido todavía las investigaciones, el Sr. Valenzuela Valdez aún no ha agotado los recursos previstos en la legislación interna. El Estado parte destaca que en el marco del amparo directo 1344/2017 se resolvió conceder el amparo solicitado para que se repusiera el procedimiento penal por advertirse violaciones al debido proceso, y que la averiguación previa relacionada se encuentra en etapa de instrucción. En cuanto a la averiguación previa AESP/27/2002, se encuentra también en trámite. Para la integración y perfeccionamiento de esta investigación se han realizado diversas diligencias para determinar la posible existencia de la comisión del delito de tortura. Entre otras diligencias, se han tomado las declaraciones de testigos, del Sr. Valenzuela Valdez y de los probables responsables, y se han recabado diferentes informes y una opinión pericial[footnoteRef:10]. [10: 	 		El Estado parte especifica varias diligencias de investigación que se han realizado, sin indicar la fecha en que fueron llevadas a cabo. Los actos de investigación para los cuales el Estado parte indica la fecha son: a) un informe rendido mediante un oficio, fechado el 3 de noviembre de 2021, suscrito por la Presidenta de la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro; b) una opinión pericial de 25 de abril de 2022, suscrita por perita profesionista médico adscrita a la Dirección de Servicios Periciales de la Fiscalía General del Estado; y c) una respuesta de colaboración con un oficio, de fecha 22 de julio de 2022, suscrito por el secretario particular del Fiscal General del estado de Guanajuato. ] 

4.7 	En cuanto al fondo, el Estado parte alega que no violó los derechos a la vida, libertad y seguridad personal del Sr. Valenzuela Valdez. Debido a que las investigaciones para determinar la probable comisión del delito de tortura aún se encuentran en trámite, no es posible pronunciarse hasta que las autoridades competentes del Estado parte establezcan los resultados de las investigaciones que determinen, en su caso, los elementos objetivos y subjetivos de la probable responsabilidad, así como los elementos de la tortura, en caso de encontrar indicios razonables de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En este caso, la carga de la prueba recae en la autora de la comunicación, que debe presentar un caso defendible, es decir, argumentos fundados que demuestren que el Sr. Valenzuela Valdez ha sido víctima de tortura o tratos crueles[footnoteRef:11]. El Estado parte alega que ha realizado las gestiones y actuaciones correspondientes y relevantes para identificar y sancionar a los perpetradores de la tortura, que habría sido cometida en agravio del Sr. Valenzuela Valdez. [11: 	 		El Estado parte refiere a E. L. G. c. España (CAT/C/68/D/818/2017), párr. 8.4.] 

		Comentarios de la autora acerca de las observaciones del Estado parte 
sobre la admisibilidad y el fondo
[bookmark: _Hlk181982575]5.1	En sus comentarios de 9 de marzo de 2023, la autora argumenta que el procedimiento penal conforme al resolutivo de amparo directo 1344/2017 aún se encuentra en fase de instrucción, porque aún no se ha llevado a cabo la indagatoria correspondiente en relación con la tortura, vinculada con la averiguación previa AESP/27/2002, la cual permanece en fase de investigación[footnoteRef:12]. La autora alega que existe una dilación injustificada para determinar si el Sr. Valenzuela Valdez es o no víctima de tortura, derivada del hecho de que no se ha llevado a cabo una investigación eficiente. La autora alega que la tramitación de los recursos de la jurisdicción interna se ha prolongado injustificadamente y que no es probable que estos recursos mejoren realmente la situación del Sr. Valenzuela Valdez. [12: 	 		La autora no indica la fecha de la apertura de la averiguación previa AESP/27/2002, pero según el Estado parte se inició el 8 de abril de 2002. La autora tampoco indica la fecha de la apertura del procedimiento penal en contra del Sr. Valenzuela Valdez, pero según el Estado parte se inició el 17 de abril de 2001.] 

[bookmark: _Hlk200016555]5.2	Con respecto a la intervención de la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro, explica que el 13 de diciembre de 2022 la Defensoría emitió una solicitud de acuerdo de responsabilidad en la cual se acreditó la violación de los derechos humanos a la legalidad, la seguridad jurídica y al acceso a la justicia por parte de la entonces Procuraduría General de Justicia del estado de Querétaro, ahora Fiscalía General del estado de Querétaro. En la solicitud de acuerdo de responsabilidad no se ha realizado manifestación alguna en relación con los hechos de tortura, a pesar de que el Sr. Valenzuela Valdez había presentado resultados positivos de exámenes efectuados conforme al Protocolo de Estambul que concluyen que los indicios psicológicos obtenidos de la intervención psicológica forense en relación con la materia de la queja de tortura representan un grado de concordancia y coincidencia y de probable causalidad. Según dicha solicitud de acuerdo de responsabilidad, el Sr. Valenzuela Valdez manifestó el 4 de enero de 2019 ante el Juez de Control y el Fiscal su conformidad con que se le aplicara el Protocolo de Estambul, siempre y cuando fuera realizado por una autoridad diversa a la Fiscalía General del estado de Querétaro. El Sr. Valenzuela Valdez confirmó su interés en el Protocolo de Estambul, y la intención de que se le aplicara, también el 14 de mayo de 2021 en un acta circunstanciada firmada por él y la visitadora adjunta auxiliar de la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro. La autora argumenta que la solicitud de acuerdo de responsabilidad es inadecuada debido a que no se emite opinión alguna para determinar si el Sr. Valenzuela Valdez es víctima de tortura.
5.3	La autora señala que existe un conflicto de interés, porque el Fiscal General en turno es el principal responsable de la violación del derecho a la integridad personal del Sr. Valenzuela Valdez, ya que fue la parte acusadora que llevó a prisión al Sr. Valenzuela Valdez y a su hermano[footnoteRef:13]. [13: 	 		La autora presentó comentarios adicionales el 26 de febrero de 2025, en los cuales reitera la prolongación injustificada de los recursos internos y la tortura que el Sr. Valenzuela Valdez sufrió.] 

Información adicional presentada por las partes
		Información presentada por el Estado parte
6. 	El 7 de abril de 2025, el Estado parte informó que la averiguación previa AESP/27/2002 se encuentra en trámite y la investigación aún continúa abierta.
		Deliberaciones del Comité 
		Examen de la admisibilidad 
7.1	Antes de examinar toda queja formulada en una comunicación, el Comité debe decidir si esta es admisible en virtud del artículo 22 de la Convención. El Comité se ha cerciorado, en cumplimiento de lo exigido en el artículo 22, párrafo 5 a), de la Convención, de que la misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro procedimiento de investigación o solución internacional.
7.2	Aunque no haya sido planteado por las partes, el Comité observa que las alegaciones del Sr. Valenzuela Valdez relativas a los actos de tortura y malos tratos se produjeron antes de la formulación de la declaración del Estado parte prevista en el artículo 22, párrafo 1, de la Convención. El Comité recuerda que las obligaciones del Estado parte con arreglo a la Convención se aplican a partir de la fecha de su entrada en vigor para el Estado parte. El Comité puede examinar las presuntas violaciones de la Convención ocurridas antes de que un Estado parte hubiera reconocido su competencia con arreglo al artículo 22 si los efectos de las violaciones continúan después de haber formulado la declaración y si constituyen en sí mismos una violación de la Convención. La violación continuada debe entenderse como la prolongación, mediante actos o implícita, por el Estado parte de las violaciones después de haber formulado la declaración[footnoteRef:14]. El Comité toma nota de que el Estado parte formuló la declaración con arreglo al artículo 22 de la Convención el 15 de marzo de 2002. Aunque la alegada tortura objeto de la queja se produjo con anterioridad, en abril de 2001, el Sr. Valenzuela Valdez fue condenado por delitos en 2008, sentencia que fue modificada parcialmente en 2009 y revocada por el amparo directo penal 1344/2017 en 2019. El Comité observa también que las investigaciones de las alegadas torturas todavía no han sido concluidas. Por consiguiente, el incumplimiento por el Estado parte de sus obligaciones de investigar los hechos expuestos por el Sr. Valenzuela Valdez continuó posteriormente, y la alegada invocación como prueba de la declaración hecha como resultado de tortura ocurrió después de que el Estado parte hubiera reconocido la competencia del Comité de conformidad con el artículo 22 de la Convención. En esas circunstancias, al Comité no le está vedado ratione temporis considerar la presente queja en relación con los artículos 12 y 15 de la Convención en conjunción con el artículo 1. [14: 	 		Gerasimov c. Kazajstán (CAT/C/48/D/433/2010), párr. 11.2.] 

7.3	El Comité recuerda que la regla del agotamiento de los recursos internos no es aplicable si su tramitación se ha prolongado o se prolongaría injustificadamente, o si es poco probable que otorgue amparo efectivo[footnoteRef:15]. En el presente caso, el Comité observa que el Estado parte afirma que las investigaciones no han sido concluidas. El Comité observa que la autora alega que el 25 de abril de 2001 el servicio médico legal de la Procuraduría General de Justicia del Estado emitió un dictamen pericial por disposición del Juez Octavo de Primera Instancia Penal. Según dicho dictamen pericial, el Sr. Valenzuela Valdez presentaba lesiones que no ponían en peligro su vida, en diferentes partes de su cuerpo. El Comité toma nota de que el Estado parte afirma que el 8 de abril de 2002 se inició la averiguación previa AESP/27/2002, debido a la noticia de que el Sr. Valenzuela Valdez había manifestado que los funcionarios de la policía lo golpearon y que, en ejecutoria del 8 de agosto de 2019 —es decir, más de 18 años después—, se resolvió conceder un amparo al Sr. Valenzuela Valdez para que, entre otros aspectos, se investigara la tortura que él había denunciado. El Comité observa también que, según la información proporcionada por las partes, la averiguación previa AESP/27/2002 se encuentra aún en trámite, más de 20 años después de su inicio. En estas circunstancias, el Comité considera que los procedimientos internos se han prolongado injustificadamente y se han superado en exceso los plazos razonables. Por consiguiente, el Comité concluye que puede examinar el presente caso de conformidad con el artículo 22, párrafo 5 b), de la Convención. [15: 	 		A. E. c. Suiza (CAT/C/14/D/24/1995), párr. 4; Evloev c. Kazajstán (CAT/C/51/D/441/2010), párr. 8.6; y Hoyos Henao c. México (CAT/C/75/D/893/2018), párr. 8.3.] 

7.4 	Por último, el Comité toma nota de las alegaciones de la autora de que el Estado parte no cumplió las obligaciones que tiene contraídas en virtud del artículo 4, párrafo 1, de la Convención. Sin embargo, a juicio del Comité, la autora no ha fundamentado esta queja a efecto de su admisibilidad y la declara inadmisible de conformidad con el artículo 22, párrafo 2, de la Convención.
7.5	El Comité considera que las alegaciones formuladas por la autora en relación con los artículos 1, 12 y 15 de la Convención han sido suficientemente fundamentadas a efectos de admisibilidad y, por lo tanto, las declara admisibles y procede a examinarlas en cuanto al fondo.
		Examen de la cuestión en cuanto al fondo
8.1	El Comité ha examinado la queja a la luz de toda la información que le han presentado las partes, de conformidad con el artículo 22, párrafo 4, de la Convención. 
8.2	El Comité recuerda que, con arreglo al artículo 12 de la Convención, los Estados partes tienen la obligación de iniciar una investigación ex officio siempre que haya motivos razonables para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortura, sin que tenga mayor relevancia el origen de la sospecha. El artículo 12 requiere igualmente que la investigación sea pronta e imparcial. Con respecto a la prontitud, el Comité observa que esta es esencial, tanto para evitar que la víctima pueda continuar siendo sometida a los actos mencionados como por el hecho de que, en general, por los métodos empleados para su aplicación, las huellas físicas de la tortura desaparecen en corto plazo[footnoteRef:16]. [16: 	 		Blanco Abad c. España (CAT/C/20/D/59/1996) párr. 8.2; y Hoyos Henao c. México, párr. 9.7. Véase también CAT/C/MEX/CO/7, párr. 25.] 

8.3	El Comité toma nota de la alegación de la autora de que la investigación para determinar si el Sr. Valenzuela Valdez fue víctima de tortura se ha dilatado de manera injustificada debido a la falta de una investigación eficiente. El Comité toma nota de la alegación de la autora de que el servicio médico legal de la Procuraduría General de Justicia del Estado emitió un dictamen pericial que describe las lesiones sufridas por el Sr. Valenzuela Valdez, por disposición del Juez Octavo de Primera Instancia Penal el 25 de abril de 2001. El Comité observa también que el Sr. Valenzuela Valdez describió en su declaración preparatoria del 20 de abril de 2001 la tortura infligida. El Comité observa que, según el Estado parte, la averiguación previa AESP/27/2002 fue iniciada el 8 de abril de 2002, debido a la noticia de que el Sr. Valenzuela Valdez había manifestado que cuando los elementos de Policía Investigadora Ministerial lo intentaban detener, nunca se identificaron y que, ya estando en la base, los agentes de la policía lo golpearon. El Comité observa la alegación del Estado parte de que las investigaciones para determinar la comisión del delito de tortura se encuentran en trámite y reconoce que se han realizado diversas diligencias para determinar la posible existencia de la comisión del delito de tortura. El Comité toma nota también de que el Estado parte alega que el Sr. Valenzuela Valdez manifestó su negativa a que se le aplicara el Protocolo de Estambul en enero de 2021, que la autora alega que Sr. Valenzuela Valdez dio su consentimiento al ser solicitado en mayo de 2021, y que, según la solicitud de acuerdo de responsabilidad de la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro, en enero de 2019 el Sr. Valenzuela Valdez manifestó su conformidad con que se le aplicara el Protocolo de Estambul, siempre que fuera realizado por una autoridad distinta a la Fiscalía de Querétaro. El Comité observa que en 2021 se le practicó al Sr. Valenzuela Valdez un examen conforme al Protocolo de Estambul. 
8.4	El Comité observa, en particular, las afirmaciones de la autora, no refutadas por el Estado parte, en el sentido de que el Sr. Valenzuela Valdez presentó alegaciones de tortura en la declaración preparatoria en abril 2001, y que la averiguación previa AESP/27/2002 no fue iniciada hasta abril de 2002, pero que en abril de 2025 sigue abierta. El Comité también observa que, a pesar de que el Estado parte ha demostrado haber realizado diversas diligencias de investigación, han transcurrido más de 20 años desde que el Estado parte tuvo motivos razonables para creer que se había cometido un acto de tortura, y la investigación aún sigue en trámite, sin que se haya justificado su excesiva dilación. El Comité considera que el Estado parte no puede eludir las responsabilidades que tiene en virtud de la Convención con el argumento de que las autoridades nacionales están tramitando el asunto, cuando es evidente que la investigación no ha sido pronta en el sentido del artículo 12 de la Convención. Con base en todo lo anterior, el Comité concluye que el Estado parte no ha cumplido con sus obligaciones derivadas del artículo 12 de la Convención.
8.5	En lo que respecta al artículo 15, el Comité toma nota de la alegación de la autora de que el Sr. Valenzuela Valdez fue juzgado y sentenciado usando su autoincriminación, a pesar de que en 2001 denunció haber sido víctima de tortura y de que su declaración ministerial fue, en parte, ocasionada por presiones físicas (véanse párrs. 2.5 y 2.10 supra). El Comité toma nota de que el Estado parte afirma que el Sr. Valenzuela Valdez manifestó en 2001 que había sufrido tortura por agentes policiales a efecto de autoincriminarse (véase párr. 4.2 supra). El Comité observa también que en la sentencia de 2008, refiriéndose a la declaración ministerial, se señala que no se puede sostener que las agresiones físicas hubieren sido infligidas con el propósito de que se inculpara o declarara en el sentido que lo hizo. El Comité observa que, en el presente caso, el Estado parte afirma que, como resultado del amparo directo promovido por el Sr. Valenzuela Valdez, se ordenó en 2019 la reposición del procedimiento penal y se instruyó al juez de la causa para que, entre otras diligencias, investigara la tortura denunciada por el Sr. Valenzuela Valdez y, dependiendo del resultado que arrojasen las investigaciones, determinara si debía atender o no a la retractación de su confesión. El Comité recuerda que los términos generales en que está redactado el artículo 15 obedecen al carácter absoluto de la prohibición de la tortura y, por consiguiente, entrañan la obligación para todos los Estados partes de verificar si las declaraciones que forman parte de un procedimiento en el cual son competentes no han sido obtenidas por medio de la tortura[footnoteRef:17]. El Comité considera que el Estado parte tenía la obligación de verificar si eran ciertas las alegaciones del Sr. Valenzuela Valdez de que su declaración había sido obtenida bajo tortura. Al no proceder a las verificaciones del contenido de las alegaciones del Sr. Valenzuela Valdez de manera pronta e imparcial, y al utilizar la declaración ministerial del Sr. Valenzuela Valdez en el procedimiento judicial en su contra, el Estado parte incumplió sus obligaciones con respecto al artículo 15 de la Convención, especialmente considerando que han transcurrido más de 20 años desde que el Sr. Valenzuela Valdez alegó por la primera vez que su declaración ministerial fue hecha como resultado de tortura. Al respecto, el Comité recuerda sus observaciones finales sobre el séptimo informe periódico de México, en las que exhortó al Estado parte a garantizar que cuando se denuncie que una declaración se obtuvo mediante tortura, se investigue de inmediato y la carga de la prueba no recaiga en la víctima, sino en el Estado[footnoteRef:18]. [17: 	 		P. E. c. Francia (CAT/C/29/D/193/2001), párr. 6.3; Ktiti c. Marruecos (CAT/C/46/D/419/2010), párr. 8.8; A. N. c. Burundi (CAT/C/60/D/612/2014), párr. 7.10; y Bani c. Marruecos (CAT/C/75/D/999/2020), párr. 7.10.]  [18: 	 		CAT/C/MEX/CO/7, párr. 21.] 

9. 	El Comité, actuando en virtud del artículo 22, párrafo 7, de la Convención, estima que los hechos que tiene ante sí ponen de manifiesto una violación de los artículos 12 y 15 de la Convención, leídos conjuntamente con el artículo 1, en perjuicio del Sr. Valenzuela Valdez.
10. 	El Comité insta al Estado parte a que: a) concluya la investigación que se ha iniciado sobre los incidentes en cuestión con miras a enjuiciar a todos los posibles responsables del tratamiento infligido al Sr. Valenzuela Valdez y castigue con penas adecuadas a la gravedad de las violaciones a las personas halladas responsables; b) conceda una reparación integral, incluida una indemnización justa y adecuada al Sr. Valenzuela Valdez y una rehabilitación lo más completa posible; y c) adopte las medidas necesarias para favorecer garantías de no repetición con relación a los hechos de la presente comunicación.
11.	De conformidad con el artículo 118, párrafo 5, de su reglamento, el Comité insta al Estado parte a que le informe, dentro de un plazo de 90 días a partir de la fecha de envío de la presente decisión, sobre las medidas que haya adoptado para dar curso a las observaciones que anteceden.
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